TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA No. 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES
Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos
Pereira, primero de junio de dos mil nueve.

Acta No. 231 del 1º de junio de 2009.

Expediente 66001-31-18-001-2009-00043-01
Se decide la impugnación que interpuso el apoderado judicial de los demandantes frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, en la acción de tutela que instauraron por su intermedio los señores Yeison Ferney Montoya Arias, Omar Antonio Salazar y Luis Octavio Gómez Giraldo contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Unidad Territorial Risaralda.

ANTECEDENTES

Se relató en la demanda que los accionantes se encuentran debidamente inscritos y registrados como desplazados en Acción Social Risaralda, por lo tanto son beneficiarios de los programas de ayuda humanitaria; una de ellas consiste en la entrega de dinero, que ha sido objeto de prórroga debido a los diversos pronunciamientos de la Corte Constitucional; el Departamento de Risaralda ha omitido entregarlos y ha exigido como condición para ello la práctica de visitas a los desplazados, las que además de no estar establecidas como requisito para la entrega de beneficios, no se han realizado y que la omisión de la entidad deteriora su calidad de vida y aumenta el grado de calamidad de sus familias, atenta contra el mínimo vital y el derecho a la igualdad.

Con fundamento en ese relato fáctico, piden los demandantes se ordene gestionar y materializar las ayudas humanitarias a las que tienen derecho en su condición de desplazados, hasta cuando estén en condiciones de sostenerse por sí mismos; además, se les indique de manera clara y precisa la forma de tramitar y acceder a los beneficios establecidos por el gobierno nacional para ellos.

ACTUACIÓN PROCESAL

La acción correspondió al Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira que la admitió por auto del 31 de marzo de este año y dispuso las notificaciones de rigor.

La subdirectora de atención a la población desplazada de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, refirió en el escrito de respuesta que la institución que representa cumple funciones de coordinadora y ente ejecutor; en el último caso es responsable de brindar atención humanitaria de emergencia que consiste en alojamiento transitorio, asistencia alimentaria, elementos de aseo personal, utensilios de cocina y kit hábitat por el término de tres meses prorrogables, previo cumplimiento de las condiciones previstas en el artículo 1º de la Ley 387 de 1997 y los criterios de vulnerabilidad establecidos por la Corte Constitucional; que los demandantes están inscritos en el registro único de población desplazada y en su condición de tales, han sido atendidas sus necesidades en forma integral, les han suministrado todos los componentes de la ayuda humanitaria de emergencia y para el caso de Yeison Ferney Montoya Arias, la atención fue prorrogada; explica que otros beneficios como educación, salud, subsidio de vivienda y estabilización socioeconómica, entre otros, son suministrados por entidades con los cuales se han suscrito actas de compromiso y que hacen parte de SANIPD y que los beneficios que se otorgan se encuentran regulados por la Ley 387 de 1997, a la que se han sometido en todo su rigor, razón por la cual no se ha  vulnerado a los actores derecho fundamental alguno. Pide, en consecuencia, se nieguen las pretensiones, teniendo en cuenta además, que no es la tutela el mecanismo al que deban acudir los desplazados para obtener ayuda.  
La instancia culminó con sentencia del 20 de abril último en la que se negó el amparo reclamado.  Consideró el funcionario de la primera sede que a los demandantes no se les ha violado ningún derecho, toda vez que la Agencia Presidencia para la Acción Social les he entregado las ayudas humanitarias de emergencia que se encuentran establecidas en la ley y dentro del marco de sus competencias.

El apoderado judicial de los tutelantes, inconforme con esa decisión, la impugnó.  En el alegato respectivo expresó que se han vulnerado derechos fundamentales de que son titulares los actores, toda vez que la ayuda humanitaria que han recibido es insuficiente para sobrellevar la crisis y las necesidades que tienen junto con su núcleo familiar y que no han recibido trato digno, porque las entidades encargadas de su atención les brindan una información inadecuada sobre la forma como deben proceder para acceder a sus derechos.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

En conclusión, la procedencia de la tutela exige la existencia de  acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

En el caso concreto los demandantes solicitan amparo con el fin de obtener la prórroga de la ayuda humanitaria de emergencia a la que consideran tener derecho y que no se ha otorgado por la entidad demandada, que, estiman, ha lesionado sus derechos al mínimo vital y a la igualdad.

Adujeron que aunque han recibido esa especie de ayuda, no se ha restablecido su situación socio-económica, ni las de sus familias y que la Agencia Presidencial para la Acción Social, unidad territorial Risaralda, exige de manera irregular y arbitraria visita previa, la que tampoco se ha realizado.

La subdirectora de atención a víctimas de la violencia de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional se opuso a las pretensiones de los demandantes, aduciendo, en síntesis, que se les ha brindado ayuda humanitaria de emergencia y anunció que el pasado 4 de mayo les serían entregados nuevos auxilios. Además, que la tutela es improcedente porque no han vulnerado derecho fundamental alguno, toda vez que para acceder a la oferta institucional no se requiere acudir a este mecanismo de protección constitucional, sino ante las  respectivas entidades y seguir los  procedimientos  que cada una de ella establece para brindar la atención efectiva y en igualdad de condiciones.
Está demostrado, con las declaraciones que rindieron los accionantes, que han recibido todos ayuda humanitaria en dinero efectivo para atender algunos gastos personales y los señores Luis Octavio Gómez Giraldo y Yeison Ferney Montoya Arias, además, otras para iniciar un proyecto productivo que ninguno adelantó.
Lo que no se acreditó es que hubiesen dirigido solicitud formal a la entidad demandada para obtener la prórroga de tales ayudas; al respecto nada se dijo en el escrito con el que se promovió la acción, en el que no se solicitó la protección al derecho de petición, ni alguno otro lesionado frente a una respuesta concreta que se hubiese emitido. En términos generales se expresó que la referida entidad, en esta ciudad, se niega a suministrar otras ayudas mientras no realice visitas a los hogares de los desplazados, pero sin que de manera específica hubiesen hecho alusión a la circunstancia de que a ellos en tal sentido se les respondió, como resultado de una petición formalmente elevada. 

En las versiones atrás referidas relataron los demandantes que en  efecto habían elevado la respectiva solicitud; el señor Omar Antonio Salazar, de manera verbal y que así mismo se le respondió que esperara una visita; los otros dos expresaron que hicieron por medio escrito y mientras el primero indicó que se le informó que ya les habían ayudado y que no los iban a sostener toda la vida, el otro dijo que la respuesta fue escrita, pero que no leyó el documento. Sin embargo, como ya se indicara, hechos relacionados con la forma cómo se respondió la petición no se plantearon al formular la tutela y por ende, respecto de ellos no se otorgó la oportunidad a la demandada para defenderse. Además, no se probó que hubiesen hecho las respectivas solicitudes y la accionada desconoce situación como esa, al aducir que antes de acudir a la tutela, han debido hacerlo ante los organismos competentes para decidir.

Surge de lo expuesto, que Acción Social ha obrado de conformidad con la Ley 387 de 1997, por medio de la cual se adoptaron medidas para la prevención del desplazamiento forzado, la atención, protección, consolidación y estabilización socieconómica de los desplazados internos por la violencia en nuestro país, de acuerdo con las afirmaciones de los actores, quienes aducen que han recibido ayuda humanitaria de emergencia; pero no se demostró que hubiesen elevado petición alguna para solicitar su prórroga de subsistir las condiciones que le dieron origen, de acuerdo con la sentencia C-278 de 2007, lo que permitiría a la entidad citada verificar si se dan las circunstancias para ello. 

Así las cosas el amparo reclamado ha debido ser negado porque los demandantes no han acudido ante la entidad competente para resolver la cuestión que pretenden se decida por este excepcional medio de protección y no declararse su improcedencia como lo decidió el funcionario de primera instancia, toda vez que las causales para adoptar determinación como esa se encuentran taxativamente señaladas en el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, ninguna de las cuales se configura en el caso concreto; tampoco aquellas como la falta de inmediatez, o cuando la tutela es temeraria o se propone contra sentencia de tutela, que de acuerdo con la jurisprudencia constitucional también hacen improcedente la petición.

En consecuencia, como la protección constitucional sí procede para amparar derechos de desplazados, en el caso bajo estudio se negará por las razones expuestas en este fallo, y en tal sentido se modificará la sentencia objeto de revisión.
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1°.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del circuito para Adolescentes con función de conocimiento de Pereira, el pasado 20 de abril, en el proceso de tutela instaurado por Yeison Ferney Montoya Arias, Luis Octavio Gómez Giraldo y Omar Antonio Salazar contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Acción Social, Risaralda, MODIFICÁNDOLA en el sentido de negar la protección de los derechos invocados.

2.  Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

3. Lo aquí decidido notifíquese a la partes al tenor del canon 30 ibídem.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS          
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 

GONZALO FLÓREZ MORENO        
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